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LA SOCIEDAD DE NACIONES Y LOS DERECHOS HUMANOS1

Carlos R. Fernández Liesa
Universidad Carlos III de Madrid 

Al fi nalizar la Primera Guerra Mundial se habían hundido los Imperios oto-
mano, alemán y austro-húngaro, que habían perdido la guerra frente a Francia, 
Italia, Rusia, Reino Unido, Serbia y Estados Unidos (la Entente). El tránsito 
de los Imperios a los Estados no solo llevó a desplazamientos de población ale-
mana y judía, desde la URSS, así como a otros intercambios de población (de 
unos dos millones de búlgaros, griegos o turcos2) sino a que quedasen bolsas de 
minorías nacionales en muchos Estados. Había casi diez millones de alemanes 
fuera de Alemania, en múltiples países del centro y del este de Europa. En 
Polonia había un gran número de minorías nacionales ucranianas (unos cinco 
millones), judías (3 millones), bielorrusas (1 millón) o alemanas (1 millón). Lo 
mismo sucedía en otros países del centro y del este de Europa. Esto está en la 
base de la creación del sistema de protección internacional de las minorías bajo 
la garantía de la Sociedad de Naciones, que constituye el primer sistema inter-
nacional de protección de los derechos humanos.

En aquella época además se produce la revolución rusa, que tendría un gran 
impacto en las relaciones internacionales, y una importante expansión mun-

1 En esta contribución no entramos en la importante aportación de la Sociedad de Nacio-
nes a los derechos humanos, a través del sistema de protección de minorías, que ha sido 
objeto de otras aportaciones nuestras. Vid. FERNÁNDEZ LIESA, C., El derecho interna-
cional de los derechos humanos en perspectiva histórica, Th omson Reuters Aranzadi, 2013 (y 
la bibliografía citada).
2 Sobre la negociación y el contenido de los tratados entre Grecia y Bulgaria (Convenio 
sobre la recíproca emigración de 1919, y convenios complementarios posteriores) y entre Gre-
cia y Turquía (convenio para el intercambio de población griega y turca y otros acuerdos de 
Lausana, las negociaciones de 1923 y 1926, los acuerdos de Angora y Atenas, las negociacio-
nes sobre las propiedades, y la convención greco-turca de 10 de junio de 1930) vid. LADAS, 
S.P., Th e Exchange of minorities. Bulgaria, Greece and Turkey, New Yory, 1932.
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dial. Gran parte de lo que fue la Sociedad de Naciones o la Organización 
Internacional del Trabajo también eran una respuesta liberal a la revolución 
bolchevique. Además, el comunismo acabaría salvando el capitalismo y el libe-
ralismo democrático en su alianza contra Hitler.3 Ni una ni otra visión (socia-
lista y liberal) habían podido imponerse en los años veinte, lo que generó una 
cierta frustración y permitió la expansión de otras tendencias extremistas que 
desembocaron en la guerra.4

La Sociedad de Naciones tuvo un papel muy relevante, hoy escasamente re-
cordado, en los inicios de la protección internacional de los derechos humanos 
y de las minorías. Morien James es de los pocos que ha evocado la deuda de la 
ONU con la Sociedad de Naciones.5 Fue la primera Organización internacio-
nal con competencias generales, donde empiezan a plantearse cuestiones como 
la lucha contra la impunidad de los crímenes, el control internacional de las 
colonias, la gestión de la desintegración de los Imperios y del nacionalismo, el 
incremento del pacifi smo, la fuerza de las ideas sociales, que están en la base de 
algunos de los desarrollos.

La organización ginebrina se creó desde postulados idealistas, que se refl e-
jaban en las disposiciones relativas a la prohibición de los tratados secretos, a la 
seguridad colectiva o al desarme, entre otras. El Pacto se basaba en la fi losofía 
liberal ilustrada, que veía un idéntico interés de todos los países en el mante-
nimiento de la paz.6 Ese idealismo vino empujado por Wilson que pensaba en 
un nuevo orden basado en la justicia, y no en los cálculos egoístas. También 
ilusionó a la doctrina de muchos países, siendo una época en la que surgieron 
estudiosos de Derecho internacional o sobre la organización. Adolfo Posada en 
España analizaría el nuevo escenario que se abría para el derecho político7 con 
la SdN y la OIT. 

3 Como ha puesto de relieve HOBSBAWM, E., Historia del siglo XX. 1914-1991, Barce-
lona, Editorial Crítica, 1995 (reed. 2012), pp. 62 y ss.
4 ISHAY, M.R., Th e history of human Rights. From ancient times to the globalization, Uni-
versity of California Press, 2004-2008, 450 pp, p. 178.
5 MORIEN JAMES, A., «La deuda de la ONU con la sociedad de Naciones», en Las 
Naciones Unidas a los cincuenta años, Fondo de Cultura económica, SEARA VÁZQUEZ, 
M. (Coord.), 1995, pp. 43-60.
6 Pero como decía Visscher esta concepción no es falsa en el largo plazo, pero sí en el 
corto. VISSCHER, C. de, Teorías y realidades en Derecho internacional público, Bosch, 
Barcelona, 1962, pp. 57 ss.
7 POSADA, A., La Sociedad de Naciones y el derecho político, Madrid, Editorial Caro 
Raggio, 1925, en especial, pp. 119 ss.
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Las causas del posterior fracaso fueron múltiples, pero probablemente fuese 
el extremismo antagónico que dominó Europa, con el aumento del fascismo y 
del comunismo, y no menos del nacionalismo, los que llevó en los años treinta a 
una crisis irreversible. La SdN parecía condenada desde un principio al fracaso, 
por la ausencia de EEUU, en un mundo que ya no era eurocéntrico ni eurode-
terminado, como señala Hobsbawm.8 En 1914 empieza lo que algunos autores 
han denominado la guerra de los treinta años, las dos guerras mundiales. Des-
pués de 1918 la violencia de la guerra se metamorfosea en confl ictos domésticos 
tales como polémicas nacionalistas, prejuicios raciales, enfrentamientos de cla-
se y guerras civiles que hacen que el período de entreguerras fuese una nebulosa 
entre las dos guerras.9 

El fracaso ginebrino hizo olvidar la labor de la Sociedad de Naciones en 
derechos humanos, lo que es un error, pues no se han dejado de violar los de-
rechos humanos en la segunda mitad del siglo XX, en términos comparables a 
los del período de entreguerras, es cierto que ya no solo en Europa sino también 
en otras regiones del mundo. El período más sangriento en la Europa de la 
Sociedad de Naciones empieza en 1933 y se alarga hasta el fi nal de la Segunda 
Guerra Mundial. 

En 1933 la Alemania nazi deja la organización y, un año después, la URSS 
es admitida. Ni lo uno ni lo otro impidieron que entre 1933 y 1945, y con inde-
pendencia del confl icto armado, se asesinaran a unos 14 millones de personas 
en Europa central y del Este, en los territorios que van desde Polonia central 
hasta Rusia occidental, a través de Ucrania, Bielorrusia y los países bálticos. 
Las víctimas serían judíos, bielorrusos, ucranianos, polacos, rusos y bálticos, 
fundamentalmente, todos ellos como consecuencia de violaciones sistemáticas 
de derechos humanos, más que del propio confl icto mundial.10 Lo más signifi -
cativo es que fi nalizado el confl icto continuaron algunas limpiezas étnicas, en 
lo que Lowe ha denominado continente salvaje, después de la Segunda Guerra 
Mundial.11

8 En este sentido HOBSBAWM, E., Historia del siglo XX, cit., pp. 42 ss; MORADIE-
LLOS, E., El reñidero de Europa. Las dimensiones internacionales de la guerra civil española, 
Ediciones Península, Barcelona, 2001, p. 47; BELL, P., Th e origins of the second World war 
in Europe, Londres, Longman, 1993.
9 JUDT, T., Posguerra. Una historia de Europa desde 1945, Círculo de lectores, 2005, p. 23.
10 Vid. SNYDER, T., Tierras de sangre. Europa entre Hitler y Stalin, Galaxia Gutenberg, 2012.
11 LOWE, K., Continente salvaje. Europa después de la Segunda Guerra Mundial, Galaxia 
Gutenberg, 2012.



186 Los orígenes del Derecho internacional contemporáneo

Los primeros avances en la lucha contra la impunidad

En el Derecho internacional clásico las conductas criminales realizadas en las 
guerras daban lugar a una amnistía, negociada en los tratados de paz, como 
muestra la paz de Münster y Osnabruck, tras la guerra de los Treinta Años, 
o como establecía el artículo 3 de la IV Convención de la Haya de 1907, que 
permitía que los responsables del Estado se escondiesen detrás de la pantalla 
protectora del Estado.

Desde la Primera Guerra Mundial se empieza a plantear el castigo de los 
culpables materiales de las atrocidades de las guerras y de los crímenes contra 
la Humanidad. Una declaración de mayo de 1915, de los gobiernos de Francia, 
Gran Bretaña y Rusia denunció las masacres de los armenios como «Crímenes 
contra la humanidad y la civilización». Francia y Reino Unido hicieron sendas 
declaraciones el 4-X-1918, poco antes del armisticio, en el sentido de que las vio-
laciones sistemáticas del Derecho y de la Humanidad y de los actos contrarios 
a las leyes y la civilización humana conllevaban la responsabilidad pecuniaria 
y penal de sus autores.12 El gobierno francés indicó que las «violaciones siste-
máticas del derecho y de la humanidad, y los actos contrarios a las leyes inter-
nacionales y a los principios de toda civilización humana conllevan la respon-
sabilidad moral, pecuniaria y penal de aquellos que los ordenan y ejecutan».13

Ante las dudas jurídicas que se planteaban la Presidencia francesa solicitó un 
Dictamen a los profesores A. de la Pradelle y F. Larnaude,14 que sería distribuido a 
los delegados aliados de la Conferencia de París, de 25 de enero de 1919 —donde 
se crea la Comisión de responsabilidades—. En el dictamen mantenían que el 
Kaiser podía ser juzgado por un Tribunal internacional por actos contrarios a 
las leyes de la guerra —prohibidos por los convenios de la Haya—, por reglas 
internacionales de derecho y moral que había aceptado libremente, por ejem-
plo, en su posición en la Conferencia de la Haya de 1907; el Reino Unido, sin 
embargo, consideraba vigente el principio de inmunidad tradicional, por lo que 
estimó que la sanción contra el Kaiser no podía ser como Emperador sino, en 
todo caso, como comandante de las fuerzas militares,15 sin entrar a considerar 
si tenía inmunidad. 

12 Vid. JUROVICS, Y., Réfl exions sur l´spécifi cité du crime contre l´humanité, París, LGDJ, 
2002, p. 5 y 6. 
13 ROULOT, J.F., Le crime contre l´humanité, Prefacio de C. Apostolidis, Ĺ Harmattan, 
2002, p. 54.
14 Ibid., pp. 56 y ss.
15 Ibid., p. 59.



 187

En esta situación la Comisión de responsabilidades no transmitió el 25 de 
marzo de 1919 a la Conferencia una posición nítida, lo que dio lugar a que fue-
se confuso el artículo 227 del Tratado de Versalles, que indicaba que el Tribu-
nal «juzgará sobre la base de motivos inspirados en los más elevados principios 
de la política entre las naciones, con la preocupación de asegurar el respeto de 
las obligaciones solemnes y de los compromisos internacionales, así como de 
la moral internacional. Le pertenecerá el establecer la pena que deba ser apli-
cada (...)». Por lo demás, el Informe de la Comisión, de 29 de marzo de 1919, 
consideraba que Alemania y sus aliados habían cometido «ultraje tras ultraje», 
y recomendaba la creación de un Alto Tribunal, que tendría que aplicar los 
«principios del derecho de gentes así como resultan de los usos establecidos 
entre los pueblos civilizados, de las leyes de humanidad y de los dictados de la 
conciencia pública» (Cláusula Martens).16

16 CAPELLA ROIG, M., La tipifi cación internacional de los crímenes contra la Humani-
dad, Valencia, Tirant lo Blanch, 2005, p. 38.
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64.ª Sesión del Consejo de la Sociedad de Naciones. Presidente Alejandro Lerroux (España),
Ginebra, 1931. UNOG Library, League of Nations Archives.
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Mientras que una mayoría de Estados, encabezados por Francia y el Reino 
Unido consideraron que era necesario «en interés de la justicia y en interés gene-
ral», el castigo de los autores criminales de la guerra, el nuevo gobierno alemán 
y el gobierno holandés, en una posición contraria, afi rmaban que no existía 
base en el Derecho internacional para «hacer pagar a los vencidos» La posición 
intermedia la mantenía Japón y, fundamentalmente, los Estados Unidos. 

Alemania hizo una contrapropuesta al Tratado de Paz, en la que indicaba, 
en relación con las sanciones penales del artículo 227, que carecían de base 
jurídica y que el honor de Alemania exigía que fuesen rechazadas. El 16 de 
junio los aliados respondieron con la famosa carta de Clemenceau, Presidente 
de la Conferencia de Paz, al Presidente de la delegación alemana.17 La misiva era 
durísima y, entre otras muchas cosas decía, en una amplia cita que me permito 
traer a colación, por su fuerza explicativa:
  (...) la guerra que estalló el 1 de agosto de 1914 constituye el crimen más grande 

contra la Humanidad y la libertad de los pueblos, que haya sido conscientemente 
realizado por una nación que pretende ser civilizada (...) los gobiernos alemanes 
han formado el espíritu de sus súbditos en la doctrina de que en las cuestiones 
internacionales la fuerza es el Derecho (...) La responsabilidad de Alemania no se 
limita a haber querido y desencadenado la guerra; también es responsable por su 
manera salvaje e inhumana de conducirse durante la guerra (...) han usado gases 
tóxicos, hecho campaña submarina, condenado a esclavitud a miles de hombres y 
mujeres, tratamientos bárbaros con los prisioneros de guerra antes los que cualquiera 
de los pueblos menos civilizados hubiera retrocedido (...). La manera de conducirse de 
Alemania apenas si tiene precedente en la historia de la humanidad (...) La justicia es 
la sola base posible para saldar las cuentas de esta guerra terrible (...) hace falta que sea la 
justicia para los muertos, para los heridos, para los huérfanos, para todos los que están 
en luto, a fi n de que Europa se libere del despotismo prusiano (...). Es preciso que se 
haga justicia a millones de seres humanos, a los cuales el salvajismo alemán ha robado 
y destruido hogares, tierras, buques y bienes (...) el pueblo alemán no puede pues pre-
tender que, por haber cambiado de gobernantes una vez la guerra perdida la justicia 
exige que se sustraiga de las consecuencias de los actos de guerra.

Ello no obstante los delegados norteamericanos indicaron durante las nego-
ciaciones que «(...) frenados por el respeto ante el Derecho, que es inseparable del 
sentido de la justicia, las naciones que han sufrido tan cruelmente, no podrían 
poseer la fuerza para castigar adecuadamente a los culpables por medio de la 
ley. Para ello deberían comparecer ante la opinión pública mundial para sufrir 

17 Ambas publicadas en Instituto iberoamericano de derecho comparado, El Tratado de 
Versalles de 1919 y sus antecedentes, Madrid, 1928, p. 127.
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la condena que la Humanidad expone contra los autores del mayor crimen per-
petrado contra el mundo». No es extraño que los delegados norteamericanos ni 
aprobasen esa parte del tratado ni posteriormente lo ratifi casen, sino que conclu-
yesen un tratado de paz —separado— con Alemania (de 25 de agosto de 1921) y 
ello a pesar de que el artículo 227, como ha señalado C. Schmitt, no refl eja una 
responsabilidad penal sino una condena política y moral en la conciencia de que 
el «derecho antiguo no conoce el nuevo crimen». Sería un dictamen del profesor 
Simmonds, solicitado por Holanda, el que imposibilitaría la extradición del Kai-
ser al entender que eso hubiera vulnerado la legalidad vigente. 

Por su parte el Kaiser, en sus Memorias, estimó que la alegada culpabilidad 
de la Alemania Imperial no era un acto de justicia sino un instrumento de ar-
bitrariedad política que serviría para justifi car las injustas condiciones de paz. 
Además, el Kaiser, indicaba, que «no reconocía la validez de ninguna sentencia 
pronunciada por ningún juez mortal cualquiera que fuese pues las medidas que 
adopté —decía— como Emperador o Rey, en otras palabras, como el Consti-
tucional, no responsable, representante de la nación alemana porque, de hacer 
eso, se vería sacrifi cado el honor y la dignidad de la nación alemana que yo 
representaba».18 La tradicional teoría de las inmunidad del Jefe del Estado, en 
sentido amplio (también para los ex) serviría en aquel momento, si bien poste-
riormente, y en la actualidad, ya no sigue vigente.

Por ello solo se pudo articular el conocido Tribunal de Leipzig, creado sobre 
la base de los artículos 228-230 del Tratado de Versalles, y desarrollado por una 
ley alemana de 1919 (18 de diciembre) tenía por objeto juzgar los crímenes de 
guerra cometidos por miembros de las fuerzas armadas alemanas. Sin embargo, 
como muestra un análisis de los pocos asuntos que juzgó, como los del general 
Stenger, el teniente Laule, el mayor Grusius o el subofi cial Müller, el juicio fue 
considerado, tanto por la doctrina como por los gobiernos vencedores de la 
guerra una tragicomedia que pronto acabó en el baúl de los recuerdos, y que 
terminó con seis condenados a penas muy bajas y 87 absueltos, de una lista de 
896 que habían entregado los aliados.19 

18 Antiguo Kaiser William II, My memoirs. 1878-1918, Cassell and company, Londres, 
1922, p. 289 (se reproduce una Carta que el 30 de marzo de 1921 le envió Hindenburg, y 
la constestación de 5 de abril de 1921 del Antiguo Kaiser.
19 Vid. FERNÁNDEZ LIESA, C., «La evolución del Derecho internacional y la represión 
de los crímenes internacionales», Revista de Extremadura, núm. 20, mayo-agosto 1996,
pp. 29-44; asimismo GRAVEN, J., «Guerre ou paix?», René Cassin Amicorum discipulo-
rumque Liber, París, Ed. Pedone, 1970, pp. 501 y ss.; SCHMITT, C., El nomos de la tierra 
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Tal vez sea el Asunto Müller el que muestre mejor la parcialidad del Tri-
bunal. Müller, jefe del campo de Flavy-Le-Lartel, fue acusado de maltratar a 
prisioneros de guerra enfermos. Pues bien, el tribunal indicó que: «Se reconoce 
que tenía la reputación de un tirano y de un poseedor de esclavos (...) se mostró 
severo y cruel, pero su crueldad no era intencional (...) su comportamiento era 
a veces inhumano (...) parece que puso fríamente de lado cualquier considera-
ción de los sentimientos ajenos (...) su conducta no es escusable (...) su conducta 
deshonra a nuestra armada (...) sin embargo, hay que observar que el acusado 
no ha actuado de manera deshonrosa (personalmente). Su consideración como 
ciudadano y ofi cial no se ve afectada».

Lo mismo sucedió en Turquía, donde no se mantuvo la promesa de en-
juiciar el genocidio armenio. El gobierno turco estableció en abril de 1919, a 
petición de los Aliados, una Corte marcial turca para juzgar los hechos pero la 
primera condena a muerte dictada llevó a movilizaciones que frenaron la labor 
del Tribunal.20 Esta exigencia de responsabilidad se previó posteriormente en el 
artículo 230 del Tratado que los aliados fi rmaron el 10 de agosto de 1920 con 
Turquía, en Sevres, que no fue ratifi cado, siendo sustituido por uno fi rmado en 
Lausana el 24 de julio de 1923, en el que se suprimían las disposiciones penales, 
cubriéndose con el manto del olvido el genocidio armenio.

A pesar de estos fracasos, en los años veinte se realizaron algunos avances en 
la lucha contra la impunidad,21 que sientan los primeros precedentes científi cos 
de las realidades de la Corte penal internacional de hoy. En esta línea en la 
31 Conferencia de la Asociación de Derecho internacional, celebrada en 1922 se 
presentó un proyecto, aprobado fi nalmente en 1926, sobre Corte Permanente 
de Justicia internacional. Por su parte la Unión Interparlamentaria propuso en 
su reunión de 1927 que la Corte Permanente de Justicia de la Haya ampliase su 
competencia a los crímenes internacionales.

La exigencia de una responsabilidad penal internacional fue reconsiderada 
años después en la organización ginebrina, a resultas del asesinato del Rey Ale-
jandro I de Yugoslavia y del Ministro de Asuntos exteriores de Francia, L. Bar-
thou, por un grupo terrorista. Esto llevó a un proyecto de convenio de prevención 

en el Derecho de gentes del Ius publicum europaeum, Madrid, Col. Estudios internacionales, 
Centro de estudios constitucionales, 1979, pp. 335 ss.
20 ZUPPI, A.L., Jurisdicción universal para crímenes contra el Derecho internacional. El 
camino hacia la Corte Penal internacional, Buenos Aires, Editorial Ad Hoc, 2002, p. 47.
21 Vid. LIROLA DELGADO, I., MARTÍN MARTÍNEZ, M., La Corte Penal interna-
cional. Justicia versus impunidad, Ariel Derecho, 2001, p. 50.
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y castigo del delito de terrorismo, por un lado, y a otro proyecto de creación de una 
Corte Penal Internacional, en 1937,22 época en la que el principio de responsa-
bilidad se veía como el derecho del futuro. 

Del Derecho internacional obrero a la Organización 
Internacional del Trabajo

Los inicios de los derechos sociales y de los antecedentes del Estado social se 
sitúan a fi nales del siglo XIX en la evolución del Estado y en los movimientos 
obreros, en su lucha contra la opresión y los excesos del capitalismo, si bien 
los precedentes intelectuales eran anteriores.23 Desde fi nes del siglo XIX el so-
cialismo se convierte en un fenómeno a escala mundial, no sólo europeo, que 
llevó al desarrollo del sindicalismo y del movimiento obrero y de los partidos 
de izquierdas.24 Los precursores de la República de Weimar, la constitución 
mejicana, de la española de 1931 o del Welfare State americano están también 
en las leyes sociales de Gran Bretaña, Alemania, entre otros países, en los mo-
vimientos políticos, sindicales y obreros que venían luchando contra la explota-
ción laboral a nivel transnacional y que darían lugar, en 1919, a la creación de 
la Organización Internacional del Trabajo. 

Esto llevó a que hubiese una incipiente cooperación social internacional, 
antecedente del Derecho al trabajo, cuyos esfuerzos darían lugar al convenio 
de Berna de 26 de septiembre de 1906 y a una serie de tratados particulares.25 
De principios del siglo XX son dos obras desconocidas de Raynaud y Mahaim 
que hacían referencia al papel del Derecho internacional en la llamada enton-
ces cuestión social u obrera. Raynaud defi nió el Derecho internacional obrero 
como la parte del «derecho internacional que regula la situación jurídica de los 
obreros extranjeros desde el punto de vista del trabajo».26 

22 ZUPPI, A., Jurisdicción universal para crímenes contra el Derecho internacional. El 
camino hacia la Corte Penal internacional, cit., p. 48.
23 Vid. sobre el desarrollo de esto, desde la perspectiva intelectual y constitucional, 
SOTELO, I., El Estado social. Antecedentes, origen, desarrollo y declive, Madrid, Ed. Trotta, 
2010, y SORIANO, R., Historia temática de los derechos humanos, Sevilla, 2003.
24 Vid. sobre ese contexto: DROZ, J. (dir)., Historia general del socialismo. De 1875 a 
1918, Barcelona, Editorial Destino, 1974, y SCHNERB, R., El siglo XX. El apogeo de la 
expansión europea. 1815-1924, París, Barcelona, Editorial Destino, Puf, 1981.
25 Vid. LISZT., F.  von, Derecho internacional público, cit., pp. 342-345.
26 RAYNAUD, B., Droit International ouvrier, Ed. Donant-Montchrestien, 1933 (pri-
mera edición 1906).
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A pesar de este corto alcance, que se relacionaba con un sector clásico como 
era el del régimen de protección de extranjeros, la internacionalización de la 
protección jurídica del obrero empieza a fi nales del siglo XIX. La primera ini-
ciativa ofi cial fue la del Presidente de la Confederación suiza, Frey, en 1876. En 
1877 adoptó una legislación internacional sobre trabajadores industriales que 
para algunos es una de las primeras normas laborales.27 El 30 de abril de 1881 
Suiza retoma la idea y pide a 10 países reunirse en un Congreso internacional 
relativo a la legislación internacional del trabajo. Las respuestas fueron poco 
favorables.28 

Años después vuelve a retomar la iniciativa y, el 15 de marzo de 1889, envía una 
circular a diversos gobiernos en la que les invitaba a celebrar una conferencia inter-
nacional, que tendría lugar el 5 de mayo de 1890 en el Palacio Federal de Berna. 
Se adjuntaba un programa en el que se debatiría sobre la prohibición de trabajo el 
domingo, la edad mínima de los niños en el trabajo, el máximo de horas laborales 
para los adolescentes, la prohibición de trabajo peligroso y/o nocturno para mu-
jeres y niños, entre otros.29 Los gobiernos de Austria-Hungría, Bélgica, Francia, 
Luxemburgo, Países Bajos y Portugal se declararon dispuestos. España tomó 
nota de la invitación. Rusia la rechazó, mientras que Alemania, Dinamarca, 
Suecia y Noruega no respondieron. 

A pesar de la iniciativa suiza el Canciller Bismarck, por orden del Empe-
rador, convocó otra conferencia con el mismo orden del día, a excepción de 
que además incluía el trabajo en las minas. Ante esto Suiza renunció a su pro-
yecto. El 15 de marzo se reune una Conferencia internacional en Berlín, a la 
que acudieron representantes de doce Estados.30 Pero los delegados de los países 
industrializados iban con instrucciones restrictivas, por lo que solo se alcanzaron 
buenas intenciones, pero ninguna obligación, en relación con los temas debatidos 
del programa en los quince días de sesiones. Aunque fue un fracaso era un primer 
paso, que sería alimentado por otros, como la creación, en 1888 de la Asociación 
internacional para la protección jurídica de los trabajadores. En el Congreso de 
París de 1990 se adoptaron los estatutos, que preveían la creación de una Ofi cina 

27 Vid. HIITONEN, E., La compétence de l´Organisation internationale du Travail, París, 
Librairie A. Rousseau, 1929, p. 14.
28 En este sentido HIITONEN, E., La compétence...., cit., p. 15 y ss; MAHAIM, E., Le 
Droit International ouvrier, Rec. Sirey, 1913.
29 MAHAIM, E., Le droit internacional ouvrier, cit., pp. 201 ss
30 Alemania, Austria-Hungría, Bélgica, Dinamarca, Francia, Reino Unido, Italia, 
Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, Suiza, Noruega, Suecia.



 193

Internacional del Trabajo, cuyo objeto sería recopilar la legislación laboral en 
todos los países, entre otras tareas. 

En 1905 el Gobierno suizo lanza una nueva Conferencia internacional para la 
protección obrera, que se reunió entre los días 8 y 17 de mayo de 1905 en Berna. 
Además se celebró en Berna otra conferencia los días 15 a 25 de septiembre de 
1913, que examinó dos proyectos de convención (sobre prohibición del trabajo 
nocturno de niños y jóvenes; sobre limitación del número de horas de trabajo de 
mujeres, niños y jóvenes). De otro lado a principios del siglo XX los gobiernos 
empiezan a celebrar tratados bilaterales sobre temas como los accidentes laborales. 
El primer tratado multilateral en el mundo laboral es el de 1906 sobre la prohibición 
del empleo del fósforo blanco en la industria de las cerillas y poco después, la conven-
ción sobre la prohibición de las mujeres empleadas en la industria.

Con estos antecedentes durante las negociaciones de paz tanto diversas fe-
deraciones sindicales como gobiernos estuvieron de acuerdo en la creación de 
la Organización Internacional del Trabajo.31 La American Federation of Labour 
adoptó en su congreso anual de Filadelfi a una resolución según la cual se debía 
organizar, en el futuro Congreso de Paz, una conferencia obrera que defi niese 
el mínimo de exigencias sobre la vida de los trabajadores, que debía incor-
porarse a los tratados de paz; del mismo modo los sindicatos obreros de los 
países aliados celebraron diversas reuniones durante la guerra. Consideraban 
necesaria la creación de una Ofi cina internacional que actuase como centro de 
información y de vigilancia de las cláusulas obreras de los tratados de paz así 
como el desarrollo mediante conferencias internacionales de la protección de 
los trabajadores.32

El Presidente Wilson propuso el 25 de enero de 1919 en la Conferencia de 
Preliminares de paz la creación de una comisión especial, que dio lugar, a la 
creación de la comisión de legislación internacional del Trabajo, cuyo objeto era 
analizar la creación de una organización permanente del trabajo. El proponen-
te, con apoyo de Italia y Estados Unidos, será el Reino Unido. En esta línea 
además, americanos, belgas y franceses pidieron que se incorporase en el Trata-
do de paz una resolución relativa a los derechos de los trabajadores y dejaron a 
la decisión de la Conferencia la forma de su incorporación. La declaración fue 
discutida por la conferencia de preliminares de paz los días 11 y 28 de abril de 

31 Vid. FABRA RIBAS, A., La Organización Internacional del Trabajo y el progreso social, 
segunda edición, Madrid, Ed. Estudio, 1936, pp. 11 ss.
32 Vid. HIITONEN, E., La compétence de l´organisation internationale du travail, París, 
Librairie A. Rousseau, 1929, p. 19.
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1919. Finalmente se incorporó en el preámbulo y en la parte XIII del tratado de 
Versalles, bases de la OIT y de los inicios del orden social internacional. 

Se parte de la idea de que la paz universal solo puede fundarse en una justi-
cia social, que la injusticia, la miseria y las privaciones constituyen una amenaza 
para la paz universal. El preámbulo se refi ere a la mejora de las condiciones 
laborales, la libertad de asociación sindical, la organización de la enseñanza, 
etc. Por lo demás el artículo 427 del Tratado de paz establecía un conjunto de 
principios muy relevantes desde la perspectiva del desarrollo posterior de los de-
rechos laborales en el Derecho internacional de los derechos humanos. En esta línea 
se refi ere al bienestar de los asalariados como de esencial importancia desde el 
punto de vista internacional, a que el trabajo no debe ser considerado como una 
mercancía, al derecho de asociación, al pago de un salario que asegure un nivel 
de vida decoroso, a los límites del horario laboral (semana máxima 48 horas; 
descanso semanal de 24 horas, que comprendería el domingo de ser posible), al 
principio de salario igual sin distinción de sexo, por el trabajo de igual valor y 
trato ecónomico equitativo a todos los obreros. Desde la época de la Sociedad 
de Naciones, la OIT ha servido de foro de desarrollo de múltiples convenios de 
protección de derechos y condiciones laborales.

Los inicios de otros derechos económicos, sociales
y culturales

A fi nales del siglo XIX y principios del siglo XX cabe situar los inicios de los 
derechos económicos, sociales y culturales pues es la época en la que se inicia 
la cooperación internacional en ámbitos como la cultura o la salud. La primera 
conferencia sanitaria internacional se había celebrado en París en 1851. En 1853 
se celebra un convenio para luchar contra el cólera y en aquella época se crea el 
Consejo Internacional de Sanidad (Bucarest). Posteriormente el 31 de enero de 
1892 se fi rmó en Venecia un Convenio para luchar contra el cólera, que refor-
mó el Consejo sanitario marítimo y cuarentenario de Alejandría, que adquiere 
carácter internacional. 

También fue de aquella época el acuerdo de Dresde, de 15 de abril de 1893, 
sobre la lucha contra la propagación del cólera en Europa o, el de 2 de abril 
de 1894, que incrementaba las medidas para combatirlo.33 De fi nales del siglo 
XIX son las medidas de cooperación internacional para erradicar o minimizar 

33 LISTZ, F. von., Derecho internacional público, cit., p. 342 ss.
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los efectos de otras enfermedades epidémicas como la peste o la fi ebre amarilla 
(Convenio de Venecia de 19 de marzo de 1897, de lucha contra la peste, Con-
venio de París de 1903 contra la peste, el cólera y la fi ebre amarilla, de 3 de 
diciembre de 1904). Se creó una Ofi cina internacional de la Salud, sustituida 
en 1907 por la Ofi cina internacional de Higiene pública. Por el Tratado de 17 
de enero de 1912 se incluyó la cooperación en la lucha contra la fi ebre amarilla. 
El tráfi co de opio también fue objeto de cooperación por la Convención de la 
Haya de 23 de enero de 1912, complementada el 19 de febrero de 1925 por la 
creación de un Comité central permanente del opio, encargado de vigilar el 
tráfi co internacional. 

De aquella época viene el desarrollo de teorías eugenistas/higienistas y de 
leyes en muchos países de Europa y América. Hubo diversas conferencias in-
ternacionales sobre control de natalidad (Amsterdam, 1921, Londres, en 1926, 
Zurich, 1930), sobre población (1927). Hubo legislaciones internas sobre esteri-
lización de personas con discapacidad mental,34 como la del Estado de Indiana, 
de 1907, o la sentencia del Tribunal Supremo de EEUU de 1926, que avalaba 
una ley sobre esterilización.

Por lo que se refi ere al alcohol la convención de Saint Germain en Laye de 
10 de septiembre de 1919 creaba una Ofi cina internacional que se colocó bajo 
la autoridad de la organización ginebrina. 

Estos inicios de la cooperación sanitaria internacional tendrían su continui-
dad en la creación, en la Sociedad de Naciones, de un Comité de Salud, antece-
dente de la Organización Mundial de la Salud. La idea de establecer un Comité 
internacional permanente se había planteado en la Conferencia de Viena de 
1874, en la de Washington de 1881 y en la de París de 1903. 

Durante la conferencia de paz35 la Cruz Roja se preocupó por la coopera-
ción en salud. En 1920 el Consejo de la Sociedad convocó una reunión para 
la creación de una organización de salud permanente. El artículo 25 del Pacto 
establecía que los miembros de la Liga promoverían el establecimiento y la coo-

34 Así, la ley del Estado de Indiana, de 1907, o la sentencia del TS americano, de 1926, 
que avalaba la esterilización. También hubo legislaciones en Suiza (1928), Dinamarca 
(1929, 1935, 1939, 1956), Suecia (1921, 1933, 1935), Alemania (1933), Noruega (1915, 
1935), Finlandia e Islandia (1938). Vid. HUGUET, M., La derrota del progreso. Especie 
y género en los discursos científi cosociales (de los siglos XIX al XX, en BRANCIFORTE, L., 
ORSI PORTALO, R. (eds.), Ritmos contemporáneos. Género, política y sociedad en los siglos 
XIX y XX, Madrid, Dykinson, 2012, pp. 25-58.
35 GREAVES, H.R., Th e League Committees and World order, Oxford University Press, 
1931, pp. 159 ss.
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peración de organizaciones cuyo propósito fuese mejorar la salud, la prevención 
de la enfermedad y la mitigación del sufrimiento en el mundo. 

Por lo que se refi ere a los derechos culturales también es en el siglo XIX 
cuando se inicia la cooperación cultural internacional y la preocupación por la 
cultura. El primer gran debate se había producido un siglo antes, después de los 
grandes saqueos napoleónicos, que dieron lugar al establecimiento del Museo 
de Louvre (Museo de la Humanidad), así como en España José I iniciaba lo que 
sería el Museo del Prado. En la Conferencia de Viena de 1815 se debatió sobre 
el principio de restitución de bienes culturales a los países en que habían sido 
expoliados en Europa (fuera de Europa ni se planteaba).36 De otro lado, a fi nes 
del siglo XIX otro aspecto de colaboración internacional fue la propiedad inte-
lectual e industrial. Así se creó la Unión internacional para la protección de la 
propiedad industrial (20 de marzo de 1883) y se celebró el Convenio de Berna, 
de 9 de septiembre de 1886, para la protección de las obras literarias y artísticas. 
Por lo demás el siglo XIX se inicia y fi naliza con una afi ción inusitada por la 
arqueología, que llevará a la realización de expediciones arqueológicas y a algu-
nos tratados internacionales, como el que se hizo el 25 de abril de 1874, entre 
Alemania y Grecia, con motivo de las excavaciones realizadas en Olimpia.

De otro lado, en cuanto a los derechos culturales fue muy relevante la Socie-
dad de Naciones, que creó en 1931 la Organización de cooperación intelectual .37 
En 1922 se había creado la Comisión internacional de cooperación intelectual. 
Luego, a propuesta de Francia, se creó el Instituto internacional de cooperación 
intelectual, en 1926, clausurado en 1937, cuando Italia sale de la Organización 
ginebrina; además, en 1928 se crea el Instituto internacional de cinematografía 
educativa, que funcionó hasta 1940, cuando fue cerrado por las autoridades 
alemanas. Estas Instituciones culturales constituyen los inicios de la coopera-
ción cultural internacional, en donde tuvo un papel importante la Unión de 
Asociaciones de intelectuales que se había creado en Bruselas en 1910, y que 
había propuesto, en 1919, un proyecto de Carta internacional de los intereses 
intelectuales. 

36 Vid. sobre esto y sobre el desarrollo durante el siglo XIX de la inicipiente protección de 
bienes culturales en los confl ictos armados. FERNÁNDEZ LIESA, C., Cultura y Derecho 
internacional, Cuadernos Democracia y Derechos humanos, Universidad de Alcalá-Defen-
sor del Pueblo, n.º 8, 2012, pp. 175 ss.
37 Vid. RENOLIET, J., Ĺ UNESCO oubliée. La Société des Nations et la cooperation inte-
llectuelle (1919-1946), Publications de la Sorbonne, 1999, pp. 1 y ss.
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Hymans, representante de Bélgica en la Conferencia de paz, propuso una 
Carta internacional de intereses intelectuales y la modifi cación del artículo XXI 
del Pacto para que los Estados asegurasen «en la mayor medida posible, el desa-
rrollo de las relaciones, intereses morales, científi cos y artísticos entre los diversos 
pueblos y promuevan, por todos los medios, la formación de una mentalidad 
internacional. Se creará a estos efectos una Comisión internacional de relaciones 
culturales». Esta propuesta no fructifi có, si bien desde 1920 la organización se 
empezó a ocupar de asuntos culturales.

Así, el 18 de diciembre de 1920 la Asamblea de la Sociedad solicitó al Consejo 
que participase en los esfuerzos tendentes a crear una Organización internacional 
del trabajo intelectual. El 1 de marzo de 1921 el Consejo de la Sociedad hizo un 
Informe en el que se mostraba dispuesto a dar pasos en la «comprensión mutua 
entre los pueblos» En ese contexto empezaron los trabajos que dieron lugar a la 
creación de las Instituciones culturales citadas y se rechazó en 1923 la propuesta 
de que el esperanto fuese una lengua para la Sociedad de Naciones.
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El impulso a los derechos civiles y políticos

En los años veinte todavía no se habían elaborado instrumentos internacionales 
de reconocimiento de derechos civiles y políticos. Ello no obstante cabe des-
tacar la consolidación de avances en una de las lacras más antiguas, que había 
sido objeto de desarrollos convencionales en los tratados de París, de 18 de 
mayo de 1904 y de 4 de mayo de 1910, sobre la denominada trata de blancas. 
El Consejo de la Sociedad de Naciones convocó una conferencia el 30 de junio 
al 5 de julio de 1921, en Ginebra. Se aprobó la convención internacional relativa a 
la trata de blancas, en la que se disponía (artículo 2) que se tomasen las medidas 
conducentes para buscar y castigar a los individuos que se dedicasen a la trata 
de menores de uno u otro sexo (21 años). En 1933 se completó con la conven-
ción internacional para la represión de la trata de mujeres mayores de edad.

De otro lado en 1926 se aprueba la convención sobre la esclavitud de 1926 
(artículo 7). El artículo 1 defi ne la esclavitud como el «estado o condición de 
un individuo sobre el cual se ejecutan los atributos del derecho de propiedad 
o algunos de ellos». La trata de esclavos comprende todo «acto de captura, ad-
quisición o cesión de un individuo para venderlo o cambiarlo» (artículo 1.2). 
Los Estados se obligaban a prevenir, reprimir y procurar progresivamente la 
supresión completa de la esclavitud en todas sus formas y a evitar que el trabajo 
forzoso u obligatorio llevase a condiciones análogas a la esclavitud en lo territo-
rios sometidos a su soberanía, jurisdicción, protección o dominio (sureraineté) 
o tutela (artículo 5). Este convenio se vería complementado por otros de los 
años cincuenta. Además se establecía un mecanismo de control, por el cual 
los Estados partes tenían la obligación de comunicarse entre sí y comunicar al 
Secretario General de la Sociedad de las Naciones las leyes y reglamentos que 
dictasen para su aplicación;38 en 1931 el Consejo crea un Comité de expertos 
sobre la esclavitud, que posteriormente se transformó en Comité permanente 
consultivo de expertos sobre la esclavitud con funciones de asesoramiento e 
investigación, y que se reunió en cinco ocasiones entre 1934 y 1938, con un 
balance positivo.39 En esta misma línea en el sistema de mandatos hubo avan-

38 Vid. sobre esto: OCHOA RUIZ, N., Los mecanismos convencionales de protección de los 
derechos humanos en las Naciones Unidas, Garriguez Cátedra, Th omson-Civitas, Madrid, 
2004, pp. 146 y ss.
39 Como indica Ochoa se logró la abolición legal de la esclavitud en Afganistán Irak, 
Beluchistán, Nepal, Sierra Leona, Transjordania y Persia; además, cuando Etiopía solicitó 
su admisión a la S. de N. hubo oposición a ello porque se mantenía la esclavitud, por lo que 
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ces en relación con la prohibición del trabajo cautivo y por las condiciones de 
trabajo en las colonias.40

Un ámbito de derechos humanos que recibió bastante impulso fue el de 
los refugiados, gracias a que la revolución rusa de 1917 suscitó en torno a un 
millón de refugiados, fundamentalmente dirigidos a Francia.41 Durante la pri-
mera guerra mundial se habían generado entre 4 y 5 millones de refugiados. 
La idea de elaborar una convención internacional para los refugiados es de 1921. 
En 1922 se celebró una Conferencia intergubernamental que llegó al arreglo 
de 5 de julio de 1922 —mejorado en 1926—, en virtud del cual los Estados se 
comprometían a dar a los refugiados rusos un documento de viaje especial (el 
luego denominado pasaporte Nansen). Era la primera vez que se reconocía un 
estatuto jurídico a los refugiados,42 que luego se extendió a los armenios que 
huían de Turquía, en 1924 y, en 1928 a otros grupos.

En 1921 se crea el Alto Comisionado para los refugiados (1921-1930), que te-
nía a su cargo refugiados rusos y armenios, asirios, asirio-caldeos, turcos... En 
1929 fue sustituido por la Ofi cina internacional Nansen para los refugiados. 
En octubre de 1933 la Sociedad de Naciones creó un Alto comisionado para los 
refugiados provinientes de Alemania, disuelto en 1938, al mismo tiempo que la 
Ofi cina Nansen, y cuyo mandato se extendió en 1938 a los que venían de Aus-
tria. El 30 de septiembre de 1938 se decidió la creación de un Alto Comisionado 
único para el conjunto de la organización.43

dicho gobierno se comprometió a su abolición. Vid. OCHOA RUIZ, N., Los mecanismos 
convencionales..., cit., p. 147 ss.
40 Vid. sobre esto CABRINI, A., Ĺ evoluzione del lavoro nelle colonie e la Società delle 
Nazioni, Cedam, Padova, 1931, parte II.
41 Vid. ALLAND, D., «Le dispositif international du Droit de l ásile. Rapport général», Droit 
d´asile et des réfugiés, Colloque de Caen, SFDI, Pedone, París, 1997, pp. 11-92; asimismo VAN 
HEUVEM GOEDHART, G.J., «Th e problem of refugees», RCADI, 1953-I (82), pp. 261-371; 
NOIRIEL, G., La tyrannie du nacional. Le droit d´asile en Europe 1793-1993, Calmann-Lévy, 
1991; MACARTNEY, C.A., Refugees: the work of the League, Londres, 1931; BALOGH, E., 
«World peace and the refugee problem», RCADI, 1949 (75), pp. 363-507; BENTWICH, N., 
«Th e League of Nations and Refugees», BYIL, 1935, pp. 114-129; HOLBORN, L.W., «Th e 
League of Nations and the refugee problem», Th e Annals of the American Academy of political 
and social Science 1939, pp. 124-135; HATHAWAY, J.C., «Th e evolution of refugee status in 
International law: 1920-1950», ICLQ, 1984, pp. 348-380.
42 ALLAND, D., «Le dispositif...», op.cit., p. 26 ss; asimismo HURWITZ, A., Th e collective 
responsibility of States to Project refugees, Oxford University Press, 2009, 350 pp, pp. 10 ss.
43 ALLAND, D., «Le dispositif International du droit de l ásile. Rapport général», cit.
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La competencia para dar la cualidad de refugiado la tenía el Alto comisiona-
do. Para unifi car a las diferentes categorías de refugiados se había preparado la 
Convención de 1933 sobre el estatuto internacional de los refugiados, que entró en 
vigor el 13 de junio de 1935 entre Bélgica, Bulgaria, Egipto, Francia y Noruega, 
con importantes reservas. En 1936 se aprobó la convención de 4 de julio para 
los refugiados del Gobierno del Tercer Reich, es decir, para aquellas personas 
que teniendo únicamente la nacionalidad alemana no tenían la protección de 
su gobierno;44 fue complementada por otra de 10 de febrero de 1938. Entre 
el 6 y el 15 de julio de 1938 se celebró la Conferencia de Evián, en Francia, a 
iniciativa del Presidente Roosevelt, de Estados Unidos, para tratar el tema de 
los refugiados judíos víctimas del régimen nazi. Asistieron representantes de 32 
países, representantes de la Sociedad de Naciones y de organizaciones judías. 
Ello no obstante salvo la República Dominicana los países no aceptaban a los 
judíos, incluso EEUU, argumento que utilizaba como defensa el régimen nazi.

En aquella época también se inicia el debate contemporáneo sobre la asis-
tencia humanitaria a las víctimas de los confl ictos. Durante la Primera Guerra 
Mundial el socorro a los civiles había dado lugar a la formación, el 12 de oc-
tubre de 1914 de la Comisión para el socorro en Bélgica, iniciativa privada que 
gozaba de un estatuto neutral, garantizado por acuerdos internacionales.45 El 
artículo 25 del Pacto de la Sociedad de Naciones establecía que se favorecerían 
las organizaciones voluntarias nacionales de la Cruz Roja y el alivio de los su-
frimientos en el mundo. Este ideal humanitario se vio refl ejado en la protección 
de los refugiados —ya comentada— en la asistencia a las víctimas de los con-
fl ictos armados —a través del desrrollo del Derecho internacional humanitario 
y de la participación de la organización en la repatriación de prisioneros— y en 
la creación de la Unión Internacional de socorro.

El socorro de las víctimas de los desastres naturales se había puesto a debate 
a principios del siglo XX por la calamitosa experiencia del terremoto de Mesi-
na, en 1908. El Presidente de la Cruz Roja italiana, Senador Ciralo, quiso dotar 
a los socorros de un marco institucional intergubernamental. Como indica 
Mateu el intentar colocar una cobertura gubernamental sobre entidades como 

44 ALLAND, cit., p. 29; por lo demás en el ámbito americano la VI Conferencia paname-
ricana aprobó una Convención sobre el trato a los extranjeros, en 1928, del mismo modo 
que la Sociedad de Naciones hizo unos trabajos de codifi cación sobre esa cuestión.
45 TORROJA MATEU, H., La asistencia humanitaria en la Organización de las Naciones 
Unidas. Fundamentos y perspectivs actuales, Atelier Libros, Universitat de Barcelona, 2004, 
pp. 53 y ss.
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el CICR o las sociedades nacionales (independientes y no gubernamentales) 
fue un error inicial que haría inviable el sistema.46 En cualquier caso la Unión 
Internacional de Socorro (UIS) se creó por la Conferencia de 4-12 de julio de 
1927, que aprobó un convenio que entró en vigor en 1932. La UIS carecía de 
personalidad jurídica internacional, siendo un instituto común de actividad 
interna y de carácter internacionalmente relevante, que tenía, entre otras, la fi -
nalidad de proporcionar socorros a la población afectada por catástrofes y hacer 
progresar el desarrollo del Derecho internacional en este ámbito (artículo 2).

Finalmente, en las Conferencias panamericanas se discutió un proyecto 
presentado en la V, celebrada en Santiago de Chile en 1924, por el iusinter-
nacionalista Álvarez sobre el Derecho internacional americano, cuyos artículos 
7 y 8 se referían a algunos derechos civiles y políticos, como el entrar y residir 
en cualquier punto del territorio, de reunión, asociación, libertad de prensa, 
conciencia, culto, comercio, navegación, industria, etc.

Sociedad de Naciones y principio de libre determinación

1. La libre determinación en Europa

El principio de libre determinación tuvo un momento de triunfo al acabar la 
Primera Guerra Mundial. Ello se debió al efecto producido por el hundimien-
to de los grandes imperios del centro y del este de Europa y por la revolución 
rusa, que hizo deseable —indica Hobsbawm— que los aliados jugaran la carta 
«wilsoniana» contra la carta bolchevique.47 El principio de libre determinación, 
enunciado por el Presidente Wilson, estaba desprovisto de carácter normativo 
desde su origen, pues su formulación era imprecisa, vaga, insusceptible de dar lu-
gar al nacimiento de derechos o de extender el ámbito de aplicación de una regla 
existente. Su formulación se produce no tanto en los famosos 14 puntos cuanto 
en el Mensaje de Wilson de 12 de ferbrero de 1918, cuando indicó que: «Esta 
guerra tiene su origen en el menosprecio de los derechos de las pequeñas naciones 
y de las nacionalidades carentes de la unidad y de la fuerza necesaria para hacer 
triunfar sus aspiraciones a determinar su propia soberanía y sus propias formas de 
vida política. La autodeterminación no debe ser, en adelante, una fórmula vacía». 

46 TORROJA MATEU, H., La asistencia humanitaria en la Organización de las Naciones 
Unidas..., cit., p. 71, p. 75.
47 HOBSBAWM, E., Naciones y nacionalismos desde 1870, Editorial Crítica, Barcelona, 
1991, 2000, 2004, p. 141.
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Sí que es cierto que en el quinto de los 14 puntos de Wilson se refería a la 
emancipación de los pueblos coloniales, al referirse al «arreglo libre, en un espí-
ritu amplio y absolutamente imparcial, de todas las reivindicaciones coloniales, 
basado sobre el principio de que, al regular cuestiones de soberanía, los intere-
ses de las poblaciones interesadas deberá pesar con peso igual que las peticiones 
equitativas del gobierno».48

El derecho de los pueblos a disponer de sí mismos hace su aparición en 
Versalles como una regla de excepción prevista en el derecho convencional.49 
El propio Wilson renuncia en la conferencia a la aspiración maximalista del 
principio, como en el Sarre, situación que relata Stefan Zweig como uno de los 
momentos estelares de la Humanidad, en esos meses en que se fue desinfl ando 
el idealismo wilsoniano.50 Los tratados de paz de la Primera Guerra Mundial 
previeron la consulta de las poblaciones interesadas, en diferentes formas, aun-
que después esta práctica cayó en desuso. En todo caso, de aplicarse el prin-
cipio de las nacionalidades se hizo fundamentalmente a las nuevas fronteras 
de Alemania, en relación con Alsacia-Lorena, el Sarre, Slesvig, el corredor del 
Dantzig, la Alta Silesia, el Teschen o el Memel.51 

48 Ambos textos tomados de MIAJA DE LA MUELA, A., La emancipación de los pueblos 
coloniales y el Derecho internacional, Madrid, Editorial Tecnos, 1968 pp. 39 ss.
49 CALOGEROPOULOS STRATIS, S., Le droit des peuples à disponer d´eux-mêmes, 
Bruselas, Bruylant, 1973, pp. 49 ss.
50 ZWEIG, S., «Wilson fracasa», Momentos estelares de la humanidad. Catorce miniaturas 
históricas, Barcelona, Ed. Acantilado, 2002, 2010, pp. 287-306.
51 Se restituyó Alsacia-Lorena a Francia (que era uno de los objetivos de guerra de Fran-
cia). Los alemanes de Alsacia-Lorena no tuvieron la facultad de opción de nacionalidad, 
que hizo el gobierno francés. En el Sarre, que había sido francés entre Luis XIV y 1815, 
se estableció un estatuto particular: el gobierno del territorio sería transferido a la Socie-
dad de Naciones, que delegaría en una comisión de cinco miembros para quince años, y 
luego se haría un plebiscito. En Slesvig, al norte de Alemania, el tratado de paz decidió la 
realización de un plebiscito, que fi nalmente se quedó en Dinamarca. Al este de Alemania, 
en benefi cio de Polonia Alemania tuvo que abandonar la Posnania y una parte de Prusia 
oriental, que constituía un corredor que permitía a Polonia acceder al mar. El puerto y 
la ciudad de Dantzig eran casi puramente alemanas. La conferencia de paz decidió que 
el Dantzig y la región vecina constituirían una villa libre controlada por la Sociedad de 
Naciones. El artículo 104 del Tratado de Versalles preveía que la ciudad de Dantzig con-
cluiría una convención con Polonia, que se celebró el 9 de noviembre de 1920. Además 
hubo un plebiscito sobre la Alta Silesia el 20 de marzo de 1921, pero fi nalmente se repartió 
entre Alemania y Polonia, lo que daría lugar a confi ctos al haber dividido en dos la zona 
industrial. La región de Teschen, minera, fue repartida entre Polonia y Checoslovaquia. 
En el Memel se estableció una administración internacional el 8 de mayo de 1924, para el 
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En la interpretación de este principio cabe recordar la controversia en el 
Asunto de las Islas Aaland.52 Cuando Finlandia se constituyó en república inde-
pendiente, después de la Primera Guerra Mundial, Suecia y la población de Aa-
land quisieron unirse en virtud del principio de las nacionalidades, reclamando 
la facultad de proceder a un plebiscito, en contra de la opinión de Finlandia, 
que, sobre la base de sus derechos soberanos sobre el territorio se oponía. 

El asunto fue llevado de común acuerdo ante la Sociedad de Naciones, que 
adoptó una decisión el 24 de junio de 1921, a favor de la tesis fi nlandesa. Los 
argumentos, entre otros, eran que pertenece exclusivamente a la soberanía de 
un Estado constituido acordar o rechazar a una fracción de su población el 
derecho de determinar su destino político por la vía de un plebiscito o por otras 
vías. El derecho de los pueblos a disponer de sí mismos no se reconocería sino 
en los casos expresamente previstos por el derecho convencional o consuetu-
dinario. El Consejo de la Sociedad de Naciones se consideró competente pues 
Finlandia no era un Estado constituido, sino en transición, momento en el que 
la comunidad internacional puede apreciar la legitimidad de las declaraciones 
de soberanía nueva en relación a los acontecimiento sobre los que se apoyan. 

El Consejo no consideró que el derecho de los pueblos a disponer de sí mis-
mos estuviese generalmente reconocido, sino un principio de justicia y libertad 
que ni siquiera fi guraba en el Pacto de la Sociedad de Naciones. El Informe 
concluía que «pertenece exclusivamente a la soberanía de todo Estado defi niti-
vamente constituido acordar o rechazar a la fracción de su población el derecho 
de determinar su propio destino político por la vía de un plebiscito o de otro 
modo». Estimaba que la separación de una minoría del Estado del que forma 
parte y su incorporación a otro Estado no puede ser ideada sino como una solu-
ción totalmente excepcional, cuando ese Estado no tiene la voluntad o el poder 
de dictar o de aplicar garantías justas y efi caces.

La aspiración última del principio de las nacionalidades era convertir cada 
nación en un Estado, lo que era de imposible realización. El sistema de protec-

puerto y una amplia autonomía administrativa. Vid. DUROSELLE, J.B., Histoire diplo-
matique de 1919 à nos jours, 7 edición, París, Dalloz, 1978, pp. 12-23.  
52 DE VISSCHER, F., «La question des Iles d´Aaland», RDI et de législation compa-
rée, 1921, pp. 45 y ss.; SODDERHJELN, J.O., Démilitarisation et neutralisation des Iles 
d´Aaland en 1856 et 1921, Helsingfors, 1928, 380 pp; COLIJN, La decisión de la Société des 
Nations concernant les Iles d´Aaland (la vie des peuples), París, 1920; BOURSOT, La ques-
tion des Iles d´Aaland et le droit des peuples à disponer d´eux-mêmes, Dijon, 1923.
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ción de minorías será la consecuencia lógica de esa imposibilidad,53 que otras 
opciones como el derecho de opción, el intercambio o la transferencia de pobla-
ciones tampoco podían reducir. El régimen de protección internacional de las 
minorías nace como un contrapeso, un sucedáneo, un artifi cio jurídico-políti-
co o un paliativo ante la imposibilidad de aplicar plenamente el principio de las 
nacionalidades o el principio de libre determinación de los pueblos dado que, 
a pesar de la redistribución de fronteras era irrealizable la plena aplicación de 
este principio a todos los pueblos.54 Como ha señalado Pierre-Caps las minorías 
nacionales suceden a las nacionalidades y suscitaron un esfuerzo considerable 
de los publicistas para organizar la heterogeneidad nacional de las sociedades 
políticas, nuevamente creadas en el nombre de una legitimidad negadora del 
pluralismo.

De otro lado y sobre los límites de la autodeterminación cabe traer a cola-
ción el Asunto sobre el estatuto jurídico de Groenlandia oriental 55 en el que pese 
a la presencia de habitantes indígenas autóctonos desde tiempos inmemoriales 
(los inuits), en la controversia entre Noruega y Dinamarca el Tribunal no los 
tuvo en cuenta pues, como indica Oliva, primaban los intereses de las potencias 
coloniales sobre los derechos de soberanía de los pueblos indígenas.

2.  La libre determinación fuera de Europa

A fi nales del siglo XIX se produce el reparto de Africa entre los europeos. 
H. Arendt56 vio en este expansionismo las bases del totalitarismo y de la des-
trucción de los derechos humanos, que se da en la primera mitad del siglo XX. 
R. Aron puso de manifi esto la contradicción de ese racismo implícito colonial 
con los principios europeos.57 A pesar de estas críticas sobre la colonización, 
realizadas muchos años después, el pensamiento dominante en el siglo XIX las 

53 ROULAND, N., PIERRE-CAPS, S., POUMAREDE, J., Droit des minorités et des 
peuples autochtones, París, Puf, 1996, p. 175.
54 En este sentido CARPENTIER, C., «Le principe mythique des nationalités: Tentative 
de dénonciation d ún prétendu principe», RBDI, 1992, 2, pp. 351-389, pp. 352 ss; SCE-
LLE, G., Droit des gens. Principes et systématique, Première partie, París, Sirey, 1932.
55 Vid. TPJI, Rec. 1933, núm. 53. OLIVA, D., Los pueblos indígenas a la conquista de 
sus derechos. Fundamentos, contextos formativos y normas de Derecho internacional, Madrid, 
UCIIIM-BOE, n.º 61, 2012, pp. 392-393.
56 ARENDT, H., Les origines du totalitarisme. Ĺ imperialisme, Fayard, 1982.
57 ARON, R., Dimensiones de la conciencia histórica, México, Fondo de cultura econó-
mica, 1992, p. 184.
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legitimaba sobre la base de la apreciación jerárquica de los pueblos (algunos de 
ellos pervertidos o acaso degenerados, en terminología de los etnólogos alema-
nes, similar a la de los salvajes de Lorimer).58 Esa apreciación permitía asimismo 
distinguir entre colonias y protectorados (estos para los bárbaros). 

Cabe recordar cómo se articula el reparto de Africa, pues muestra la cruda 
realidad internacional del mundo de fi nes del XIX. Para abrir las puertas de la 
civilización Leopoldo II, que se acabaría quedando para sí, en propiedad per-
sonal, con el Congo, convoca una conferencia en Bruselas, en 1876, a la que 
acuden Rusia, Austria, Italia, Alemania, Francia e Inglaterra.59 Desde ese mo-
mento se inicia la carrera colonial, lo que llevará a conocidos personajes como 
Stanley (1841-1904), en nombre de Leopoldo II de Bélgica, o Brazza (1852-
1905), en nombre de Francia, a celebrar tratados de anexión de territorios y de 
cesión de soberanía con jefes tribales. En los tratados que fi rmó Stanley los jefes 
tribales marcando una cruz cedían la soberanía a la Association Internationale 
du Congo, que no era otra cosa que Leopoldo II, el cual aceptó la soberanía 
sobre el Estado libre del Congo, el 1 de agosto de 1885, en tanto que Rey.60 Este 
proceder, parecido al timo del tocomocho fue avalado por el iusinternaciona-
lista Sir Travers Twiss. 

La partición de Africa se había iniciado antes, con el protectorado francés 
sobre Túnez, en 1881 y continuó por Inglaterra en Egipto, que no regularizó 
la situación hasta el protectorado británico de 18 de diciembre de 1914. La 
Conferencia de Berlín, celebrada entre el 15 de noviembre de 1884 y el 26 de 
febrero de 1885, marca el inició de un proceso que buscaba abrir África al libre 
comercio y la civilización. En el Acta se acordaba que el que ocupase un nuevo 
territorio debía informar a los demás países fi rmantes y cuidarlo, dentro de lo 
posible, efi cazmente. También aparecía la preocupación por la «mejora de las 
condiciones morales y materiales y por el bienestar de los nativos»,61 se reco-
nocía la libertad de conciencia y la necesidad de suprimir la trata de esclavos 
en la cuenca del Congo. El Acta General de Bruselas, fi rmada por 17 Estados, 
en 1880 había creado un International Bureau en Zanzibar y Bruselas para el 

58 MIAJA DE LA MUELA, A., La emancipación de los pueblos coloniales y el Derecho 
internacional, cit., p. 33 y ss.
59 WESSELING, H.L., Divide y vencerás. El reparto de Africa, 1880-1914, 1991, Barce-
lona, RBA, 2010, p. 115. Sobre el proceso de expansión también SCHNERB, R., El siglo 
XIX. El apogeo de la expansión europea, Barcelona, Editorial Destino, 1960, 1982.
60 WESSELING, H.L., Divide y vencerás. El reparto de Africa, 1880-1914, 1991, cit., p. 128.
61 Ibid., p. 149.
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intercambio de documentos y de información estadística sobre la supresión de 
la trata de esclavos, el tráfi co de armas de fuego y el alcohol. Era la primera 
administración internacional para la abolición de la esclavitud.

 Desde aquellas conferencias se inicia una carrera colonizadora, que se re-
fl ejará en multitud de acuerdos por el que se repartían las zonas de infl uencia 
entre los Estados europeos.62 Este proceso, analizado por Wesseling, en relación 
a las vicisitudes históricas en toda África, desde el Congo, hasta África Oriental 
(1885-1890), occidental (1890-1898), África del Sur (1890-1902 y Marrruecos 
(1905-1912) nada tiene que ver con la libre determinación, como es obvio. 

Pero esa era la situación existente a principios del siglo XX, cuando se em-
pezarán a sentar las bases del desmantelamiento de los imperios coloniales. En 
1914 se concede autonomía interna a las colonias con mayoría de población 
blanca, denominadas desde 1907 como dominios (Canadá, Australia, Nueva 
Zelanda, Suráfrica). En la Primera Guerra Mundial se empieza a quebrantar 
la estructura del colonialismo mundial. Poco después el Reino Unido tuvo 
que convertir el protectorado de Egipto en territorio semiindependiente bajo 
control británico, lo que también se hizo en Irak y Transjordania, y se empieza 
a ver la necesidad de una fórmula para la India, pero será la Segunda Guerra 
Mundial la que suponga el gran cambio.

Tampoco tendría mucha relación con la libre determinación el sistema de 
mandatos, si bien puede considerarse un precedente. Algunos autores justifi ca-
ron el sistema sobre la base de que constituía la aceptación fuera de Europa del 
principio de las nacionalidades en el Derecho positivo internacional.63 Pero más 
bien puede considerarse una forma de tutela por la Comunidad internacional, 
en un paso más allá del protectorado o de las colonias. El artículo 22, párrafo 2 
del pacto indicaba que la mejor «manera de realizar este principio (se refi ere al 
bienestar y desarrollo de esos pueblos) es confi ar la tutela a las naciones desa-

62 Entre los que cabe destacar los siguientes: Tratado anglo-alemán (1 de noviembre de 
1886; así como el de 1 de julio de 1890; 30 de agosto de 1898;), anglo-egipcio (19 de enero 
de 1899) el anglo-francés (5 de agosto de 1890; de 14 de junio de 1898; 8 de abril de 1904), 
anglo-luso (20 de agosto de 1890; 24 de marzo de 1891), anglo-italiano (24 de marzo de 
1891), anglo-congoleño (12 de mayo de 1894), franco-congoleño (14 de agosto de 1894), 
franco-británico (14 de junio de 1898), franco-italiano (14 de diciembre de 1900), franco-
alemán (4 de noviembre de 1911), paz de Vereeniging (fi n de la guerra de los Boers, de 
31 de mayo de 1902), acta de Algeciras (7 de abril de 1906), Leopoldo II-Inglaterra (9 de 
mayo de 1909) etc.
63 Así, PENNISI, P., Della applicazione del principio de nacionalita ai popoli di Civiltà non 
europea, Padova, Cedam, 1931, 100 pp., p. 93.
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rrolladas que, en razón a sus recursos, su experiencia o su posición geográfi ca 
están mejor para asegurar y asumir esta responsabilidad y que consiente en 
aceptarla». 

No están claras la paternidad intelectual y los antecedentes de la idea de 
mandato. Chowdhori64 buscó antecedentes por doquier. Los precedentes más 
recientes estaban en los mandatos que sobre territorios del Imperio otomano 
habían recibido las potencias europeas, por ejemplo en Creta. A principios del 
siglo XX se empieza a plantear la idea de internacionalizar las colonias bajo 
control internacional. En la Conferencia interaliada socialista de 1918 se discu-
tió un Memorando sobre el sistema internacional de mandatos.65 

En aquella época el asesor del Presidente Wilson, G. Beer propuso un sis-
tema de mandatos para Mesopotamia y las colonias alemanas. La aplicación 
a otras zonas fue idea de Smuts, representante de Sudáfrica, que quería que 
se aplicase también a los nuevos Estados nacidos en Europa, en su famoso 
panfl eto Th e League of Nations: a practical sugestion (16 de diciembre de 1918). 
Pero fi nalmente solo se aplicaría a las colonias y territorios de Alemania y del 
Imperio otomano, que habían perdido la guerra.66 

Durante las negociaciones de la Conferencia de paz hubo diversos proyectos 
como el del partido laborista británico, el ya citado de Smuts o el proyecto ale-
mán. El sistema de mandatos venía a ser un consenso entre las corrientes idea-
listas de Wilson y las realistas de otros aliados.67 Compromiso entre los que, 
como señala Batista,68 deseaban anexionarse, sin disimulo alguno, las colonias 
de sus enemigos durante la contienda y los que buscaban una adminsitración 
internacional sobre las mismas. Por ello era previsible que Alemania desde me-
diados de los años veinte, y luego el partido nazi en los treinta, buscasen re-
cuperar sus territorios coloniales. Por su parte liberales británicos y socialistas, 
como H. Laski, R. Buxton, H. Morrison pedirían la extensión del sistema de 
mandatos a todas las colonias, si bien a ello se opuso, en la Cámara de los Lores, 
Lord Baldwin (22 de marzo de 1937), invocando que su aplicación al Imperio 

64 CHOWDHORI, R.N., International mandates and trusteeship system. A comparative 
study, Th e Hague, Martinus Nijhoff , 1955, p. 3 y 13 ss.
65 Ibid., pp. 22 y ss.
66 SCELLE, G., Précis de Droit des gens. Principes et systematique, París, Rec. Sirey, 1932, 
pp. 159 ss.
67 STOYANOVSKY, J., La théorie générale des mandats internationaux, París, Puf, 1925, 
pp. 6 ss.
68 BATISTA JIMÉNEZ, J.M., «La vinculación ente algunos derechos fundamentales y la 
paz y la seguridad...», cit.
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colonial británico no sería bienvenida por las poblaciones de las dependencias, que 
estaban orgullosos de su estatus como sujetos británicos.69 

La misión sagrada de civilización en la que se veían las potencias mandatarias 
se hacía como un mandato, que no con derechos de soberanía, sobre tres tipos de 
territorios.70 En aquella época hubo debates sobre la soberanía en los territorios bajo 
mandato.71 La naturaleza jurídica del mandato no estaba clara por estas cuestiones 
de soberanía, así también porque los habitantes no adquirían la nacionalidad de la 
potencia mandataria. El sistema de mandatos era compatible con el protectorado 
colonial, como el que ejercían España y Francia en Marruecos (acta de Algeciras, 
1912). Stalin indicó en 1927 que no había entrado en la organización ginebrina 
para no asumir la responsabilidad por la política imperialista de los mandatos.72 

Desde la perspectiva de los derechos humanos se establecían algunas obligaciones 
para la potencia mandataria, entre las que cabe destacar la de iniciar a la población 
indígena en la dirección de los asuntos del país, la de asegurar el orden público y la 
paz interior, la de respetar los derechos de los indígenas y su propiedad privada. En 
relación con las mandatos B y C (antiguas colonias alemanas, no el Imperio otoma-
no) también se prohibía la esclavitud y el trabajo forzado u obligatorio. Se prohibía 
además la asimilación, y había disposiciones sobre el tráfi co de armas, el alcohol, la 
educación y la libertad de conciencia.

En cuanto al control establecía un sistema de informes anuales sobre los mandatos 
(como también lo hace la Carta de Naciones Unidas en relación con los territo-
rios no autónomos —artículo 73— y el régimen de tutela —artículo 88—), que 
estaban bajo control del Consejo. Se creó una Comisión permanente de mandatos 

69 CHOWDHORI, R.N., International mandates and..., cit., p. 26.
70 Los A era próximos a la independencia, fundamentalmente en los territorios del Impe-
rio otomano (Siria y Líbano, cuya potencia mandataria era Francia; Irak y Palestina (Reino 
Unido; Transjordania). Los B en el África Central suponían la administración directa, en 
sitios como Ruanda-Burundi (Bélgica), Tanganica (Reino Unido), Camerún-Togo (Fran-
cia-Reino Unido), y con normas sobre prohibición de la trata de esclavos, el tráfi co de 
armas y alcohol, la libertad religiosa, etc. Finalmente, el tipo C era sobre el sudoeste afri-
cano y ciertas islas del Pacífi co Central, como las Carolinas, Marianas y Marshall (Japón), 
Samoa Occidental (Nueva Zelandia), Nauru (Reino Unido), Nueva Guinea (Australia), 
Sudoeste africano (Unión Sudafricana). 
71 Así la teoría de que la soberanía pertenecía al mandatario; la teoría de que pertenecía a 
la organización internacional; había también teorías eclécticas (teoría de la soberanía par-
cial del mandatario; teoría de la soberanía compartida; teoría de la soberanía suspendida. 
Incuso había una teoría de la soberanía virtual. Vid. sobre estos STOYANOVSKY, J., La 
théorie générale des mandats internationaux, cit., pp. 67 ss.
72 CHOWDHORI, R.N., International mandates and..., cit., p. 27.
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encargada (artículo 22 del Pacto) de «recibir y examinar los Informes anuales de 
los mandatos y de dar al Consejo su dictamen sobre todas las cuestiones relativas a 
la ejecución de los mandatos». En 1923 el Consejo adoptó una resolución según la 
cual toda persona, habitante o no en los territorios bajo mandato podía enviar una 
petición concerniente sobre el territorio. Era, junto al mecanismo de minorías que 
vemos a fondo en los epígrafes siguientes, uno de lo primeros mecanismos interna-
cionales de control de derechos humanos, de naturaleza consultiva.73 El sistema de 
mandatos se vería sucedido por el régimen de administración fi duciaria regido por los 
capítulos XII y XIII de la Carta de las Naciones Unidas. 

El Asunto de los decretos de nacionalidad promulgados en Túnez y en Marruecos74 
fue un enfrentamiento entre Francia y el Reino Unido en torno a criterios distintos 
sobre el colonialismo. En el siglo XIX los europeos rivalizaron sobre su infl uencia 
en el norte de África. Inglaterra celebró capitulaciones con Marruecos, en 1856, y 
con Túnez, en 1875. Con el establecimiento de un protectorado francés en Ma-
rruecos (1912) y Túnez (1881) entraron en choque ambas infl uencias, que Francia 
intentó resolver mediante acuerdos con Inglaterra75 que daban competencia a los 
Tribunales franceses para las diferencias entre todos los europeos en la zona. 

En 1921 y debido al creciente número de europeos no franceses que residían 
en los protectorados, Francia adoptó unos decretos de nacionalidad para cada pro-
tectorado mediante los que confería su nacionalidad a los residentes europeos en 
dichos territorios, de segunda generación, a lo que se opusieron los británicos, que 
invocaron la situación de la población maltesa en Túnez, que era británica en virtud 
de la dominación del Reino Unido sobre Malta.76 Y por ello llevó el asunto ante el 
Consejo de la Sociedad de Naciones, que ante la invocación francesa del artículo 15 
del Pacto (cláusula de competencia interna exclusiva), planteó un dictamen consul-
tivo al Tribunal Permanente de Justicia Internacional.

73 Vid. sobre este mecanismo VAN DE REES, D.F., Les mandats internationaux. Le con-
trôle International de l´Administration mandataire, 140 pp, París, Librairie A. Rousseau, 
1927. Asimismo la Corte permanente de Justicia internacional tenía jurisdicción sobre el 
sistema, que se establecía en una disposición de los diferentes mandatos, como refl eja el 
conocido Asunto Mavromatis en Palestina. Vid. sobre este sistema FEINBERG, N., La 
juridiction de la Cour Permanente de Justice internationale dans le Systeme des mandats, 
París, Librairie A. Rousseau, 1930, 237 pp. 
74 Dictamen consultivo de la CPJI, de 7 de febrero de 1923, serie B, n.º 4, p. 24.
75 Convención franco británica sobre Túnez y Declaración franco-británica sobre Egipto 
y Marruecos.
76 Vid., BERMAN, N., «Ĺ aff aire des decrets de nationalité ou de l´intimité et du consen-
tement», Passions et ambivalentes. Le colonialisme, le nationalisme et le Droit International, 
París, Ed. Pedone, 2008, pp. 279-316, pp. 286-287.
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De otro lado se invocó la aplicación del principio de libre determinación en la 
sucesión de las antiguas posesiones alemanas en China, en la base naval de Tsing Ta y 
en el territorio arrendado de Kiao Tchéou, territorios que habían sido conquistados 
por Japón en 1915. Durante la conferencia de paz de 1919 Japón quería ser la suce-
sora de Alemania en China y la delegación china, sobre la base del principio de libre 
determinación, reclamaba la restitución de los territorios cedidos y la anulación de 
los tratados impuestos por Japón por la violencia y, más en general, de los tratados 
desiguales.77 China no consiguió su propósito, razón por la cual inicialmente se 
negó a fi rmar el Tratado de Versalles que tampoco ratifi có el Senado de EEUU, en 
parte por este asunto.78 

Del mismo modo China, a través de los Tratados desiguales del siglo XIX, man-
tenía relaciones con las potencias occidentales similares al régimen de capitulacio-
nes con el Imperio otomano. Una de las primeras cosas que hizo al ser reconocida 
fue iniciar la revisión de los tratados desiguales, en 1928, con Estados Unidos, Ale-
mania, Bélgica, Italia, Portugal y España. Países como Estados Unidos, Inglaterra 
y Francia reclamaron que, para eliminar la extraterritorialidad, China cambiase 
aspectos de su derecho interno, frente a lo que el gobierno chino declaró, el 28 de 
diciembre de 1929 «en la medida en que no se produzca la abolición de la extraterri-
torialidad, China será incapaz de ejercer su plena soberanía». Por lo que decidió que 
desde el 1 de enero de 1930 todos los extranjeros que se encontraran en territorio 
chino se verían sometidos a las leyes chinas.79 En realidad, nos encontramos con los 
antecedentes y las bases del principio de libre determinación, que se desarrollaría 
años después en las Naciones Unidas.

Las lagunas del Derecho internacional humanitario
en las guerras civiles

En el período de entreguerras tanto la guerra civil rusa, como la española, 
pusieron de relieve las lagunas del Derecho Internacional humanitario en las 
guerras civiles. El Derecho de la Haya sólo era aplicable a las guerras entre Esta-

77 DUROSELLE, J.B., Histoire diplomatique de 1919 à nos jours, París, Dalloz, 7 edición, 
1978, pp. 55-56.
78 Finalmente el acuerdo chino-japonés de 4 de febrero de 1922, llevó a Japón a restituir 
el territorio en arrendamiento. DUROSELLE, J.B., Histoire diplomatique de 1919 à nos 
jours, cit., p. 56.
79 Sobre esto y las derivaciones posteriores. DUROSELLE, J.B., Histoire diplomatique de 
1919 à nos jours, cit., pp. 119-120.
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dos (confl ictos armados internacionales) o a las guerras civiles en que se hubiese 
producido el reconocimiento de beligerancia. El origen de esta situación y del 
derecho aplicable en ese momento puede encontrarse en la historia. Cuando 
se produce la guerra de independencia americana, en 1774, no existían normas 
para las guerras civiles. No se había formado todavía la institución del recono-
cimiento de beligerancia.80 

El capitán Paul Jones apresó tres buques de comercio británico, que llevó 
al puerto noruego de Bergen, entonces bajo soberanía danesa, cuyo gobierno 
los entregó a Inglaterra, al considerar que P. Jones era un rebelde sin derechos 
de beligerancia. A resultas de lo cual una vez obtenida la independencia el 
gobierno americano exigió al gobierno danés una indemnización, controversia 
que estuvo viva hasta 1848, aunque nunca se resolvió, pero que planteaba la 
cuestión de los derechos de los beligerantes. Por lo demás Francia y España 
habían declarado que consideraban a los rebeldes que tenían «independencia 
de hecho».81

También se vuelve a plantear durante la emancipación de las colonias españo-
las, desde 1810. Si bien inicialmente el Reino Unido no reconocía a los rebeldes 
tras el apoyo prestado a España en la guerra de la Independencia y el Tratado 
de Madrid de 1814 —que prohibía la venta de armas a los rebeldes en Améri-
ca—, una orden de 27 de noviembre de 1817 gira hacia una progresiva política 
de neutralidad, que va a suponer un reconocimiento implícito de los rebeldes 
españoles como beligerantes. En 1815 Estados Unidos contribuyó a que se em-
pezase a pergeñar la teoría del reconocimiento de beligerancia, que todavía no se 
había formado,82 al declarar: «EEUU ha reconocido la existencia de una guerra 
civil entre España y sus colonias y declara su intención de permanecer neutro 
entre los dos adversarios, acordando a cada uno los mismos derechos de asilo 
y tránsito. En nuestra opinión cada uno de los adversarios tiene igual derecho 
a ser tratado como beligerante; todos tienen derechos soberanos de la guerra 
y la facultad de ejercerlos». Luego EEUU invocaría el precedente para otorgar 
estatuto de beligerante a rebeldes tejanos, frente a Méjico, en 1836.

Del mismo modo tuvo relevancia la guerra de independencia de Grecia (1821-
1829) —donde se aplicó la doctrina de la insurgencia—, como estado previo al 

80 Vid. WEHBERG, H., «La guerre civile et le Droit International», R.C.A.D.I., 1938, 
tomo 63, 125 pp; asimismo ROUGIER, A., Les guerres civiles et le droit des gens, París, 
1902, pp. 208-209.
81 ZORGBIBE, C., Le droit d´ ingérence, París, Puf, 1994, p. 18.
82 En este sentido WEHBERG, H., cit., p.17; ZORGBIBE, C., Le droit..., cit., p. 18.
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reconocimiento de beligerancia. Posteriormente fue importante la guerra de 
secesión (1861-1865) de Estados Unidos, donde Lincoln hizo un bloqueo al sur 
racista —con el que simpatizaba UK—, por su necesidad de algodón. Gran 
Bretaña hizo el 13 de mayo de 1861 una declaración de neutralidad, que su-
ponía un reconocimiento del derecho de beligerancia —en la medida en que 
se aceptaba que había una guerra— como hicieron también Francia, Holanda, 
España y Brasil en 1861. Declaraciones que Estados Unidos estimó contrarias 
al Derecho internacional. Al acabar la guerra Estados Unidos intentó que se 
celebrase un arbitraje sobre la legalidad de la declaración británica de neutra-
lidad de 1861, lo que no obtuvo, si bien la declaración y el reconocimiento de 
derechos de beligerancia a los Estados del sur se retiraron. 

La guerra civil americana tuvo mucha importancia para el establecimiento 
de las condiciones de reconocimiento de los insurgentes como beligerantes;83 
posteriormente las revueltas en Cuba recibieron, primero, la simpatía declarada 
el 5 de abril de 1869 por la Cámara de representantes de EEUU, y el 10 de ene-
ro de 1876 una declaración de neutralidad, del mismo modo que Perú (1869), 
Bolivia (1869), Colombia (1870) reconocieron la beligerancia, México, Chile 
la independencia y Venezuela (1869), la beligerancia y la independencia; en la 
segunda revuelta cubana (1895-1989) los rebeldes se esforzaron en obtener el 
reconocimiento de beligerancia, pero esta vez no lo consiguieron, pues era una 
cuestión de oportunidad política.

En el siglo XIX se desarrolla la institución del reconocimiento de beligeran-
cia, que tenía mucha relevancia en la guerra marítima. En aquella época hubo 
incidentes de presas marítimas en el marco de guerras civiles (derecho de visita, 
inspección y presa). Así, por poner un ejemplo, en el caso de los buques de 
guerra Almansa, Victoria y Méndez-Nuñez o Fernando el Católico, apresados 
en 1873, que el gobierno español califi có de buques piratas, mientras que el 
Imperio alemán, Francia y Reino Unido dieron instrucciones de no interferir. 
Mientras no se reconocía la beligerancia no se consideraba que había una gue-
rra y, por lo tanto, no existía el derecho de presa y el de bloqueo.

La Cruz Roja internacional empezó a preocuparse de los confl ictos internos 
desde su primera reunión en 1863; luego se planteó durante la insurrección 
carlista en España, en 1872, primer caso en que el CICR ofreció sus servicios 
en un confl icto interno.84 Las primeras tentativas de codifi cación jurídica de los 

83 WEHBERG, H., «La guerre civile et le Droit international», cit., pp. 30-31.
84 ABI-SAAB, R., Droit humanitaire et confl its internes. Origines et évolution de la régle-
mentation internationale, Genève, París, I.H. Dunant, 1986, p. 30.
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confl ictos armados tuvieron lugar durante la guerra civil americana, en el co-
nocido código Lieber, aprobado por el Presidente Lincoln (1863), en tanto que 
Instrucciones para el comportamiento del Ejército de Estados Unidos en campaña 
(ordenanza n.º 100). Este código solo en su sección fi nal se refería a situacio-
nes de insurrección, guerra civil y rebelión. Ello no obstante, ni el Manual de 
Oxford, ni el proyecto de declaración de Bruselas (base de las convenciones de 
1899 y de 1907) ni los convenios de Ginebra de 1864, 1906 y 1929 se refi eren 
al derecho de la guerra civil ni a los principios humanitarios aplicables en los 
confl ictos internos porque, como indica Abi-Saab, no se había desarrollado 
la noción de principios humanitarios fundamentales aplicables en cualquier 
circunstancia.85

La Conferencia internacional de la Cruz Roja, celebrada en Washington, 
en 1912, examinó un proyecto elaborado por la Cruz Roja americana sobre 
los confl ictos armados no internacionales, que Estados como Rusia rechaza-
ron, pues suponía asumir obligaciones frente a insurgentes, considerados como 
«criminales».86

De tal modo que sólo si se reconocía la beligerancia por el gobierno legal y, en 
menor medida, por terceros, se aplicaba el Derecho de la guerra a los confl ictos 
internos. En todo caso el reconocimiento de beligerancia era muy extraño y, en 
la práctica, tenía relación con la posición de potencias marítimas. A pesar de 
que en la X Conferencia internacional de la Cruz Roja (1921) distintas Cruces 
Rojas presentaron informes sobre las guerras civiles (así, Alemania, Finlandia, 
Italia, Polonia, Portugal, Turquía, Rusia, Ucrania) y de que había una comisión 
sobre la Cruz Roja en la guerra civil no se avanzó.87 Por lo demás en el siglo XX 
esa institución empezó a entrar en desuso. En 1927 Nöel-Henry afi rmaba el 

85 ABI-SAAB, R., Droit humanitaire et confl its internes: Origines et évolution de la régle-
mentation internationale, cit., p. 20; MOIR, L., «Th e historical development of the appli-
cation of humanitarian law in non International armed confl icto prior to 1949», ICLQ, 
1998, pp. 337-350; MANGAS MARTÍN, A., Confl ictos armados internos y Derecho inter-
nacional humanitario, Ediciones Universidad de Salamanca, 1992, 192 pp.; CASANOVAS 
Y LA ROSA, P., «De la noción de guerra a la de confl icto armado internacional: ámbito 
de aplicación de las normas de Derecho internacional humanitario», en PUEYO LOSA, J., 
URBINA, J.J. (eds.), El Derecho internacional humanitario en una sociedad internacional en 
transición, Santiago de Compostela, Tórculo Edición, Colección estudios internacionales, 
2002, pp. 43 ss.
86 En este sentido vid. MONTAZ, D., «Le droit international humanitaire applicable aux 
confl its armés non internationaux», RCADI, 2001, pp. 1-145, t. 292. pp. 25 ss.
87 ABI-SAAB, R., Droit humanitaire et confl its internes..., cit., p. 32.

La Sociedad de Naciones y los derechos humanos | Carlos R. Fernández Liesa 



214 Los orígenes del Derecho internacional contemporáneo

declive de la institución.88 Por todo ello, como veremos posteriormente, al fi na-
lizar la segunda guerra mundial el artículo 3 común a los convenios de Ginebra 
buscó resolver estas defi ciencias normativas.

Hacia la prohibición de la guerra y hacia una Declaración
de derechos humanos

La Sociedad de Naciones fue muy relevante pues supuso algunos cambios en 
las concepciones hasta entonces dominantes, tanto en cuanto al uso de la fuer-
za como a los derechos humanos.

El mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales era el principal ob-
jetivo de la organización. Con la Sociedad de Naciones los Estados empiezan a 
admitir la existencia de ciertas obligaciones jurídicas no sólo procedimentales 
(de declarar la guerra y la causa de la guerra) en el marco del uso de la fuerza, 
lo que venía a ser una novedad. Toda guerra o amenaza de guerra interesaría a 
la Sociedad de las Naciones (artículo 11). En aquel momento se limita pero no 
se prohibe el uso, al establecer la obligación de acudir a un arbitraje o arreglo 
judicial (artículo 12 del Pacto). Fue un avance importante.

Pero podría haber sido mayor de haberse aceptado el proyecto francés de 8 
de junio de 1918, que inspirado por Leon Bourgeois (y Clemenceau) preveía 
la creación de una fuerza internacional compuesta de contingentes nacionales, 
a disposición de la Sociedad de Naciones.89 Era la idea de la paz a través del 
Derecho, pero respaldada por una organización fuerte.

Se retomaría el camino hacia la prohibición del uso de la fuerza por el Pacto 
Briand-Kellogg, de 27 de agosto de 1928, que entró en vigor el 24 de julio de 
1929, efectivo para 57 países en el mundo (48 Estados miembros de la Socie-
dad de Naciones y 9 Estados no miembros). Mediante este Tratado los Estados 
renunciaban a la guerra como instrumento de la política nacional en sus rela-
ciones mutuas y se obligaban a resolver sus disputas por medios pacífi cos. El 
origen90 de este Tratado está en una propuesta de tratado bilateral entre Fran-
cia y Estados Unidos de 10 de junio de 1927, que se transforma en propuesta 
multilateral el 24 de julio de 1927. Desde el pacto de la Sociedad de Naciones 

88 ZORGBIBE, C., Le droit d´ ingérence, cit., p. 18.
89 TAVERNIER, P., Les casques bleus, Que sais je?, Puf, 1996, 126 pp.
90 Vid. MYERS, D., Origins and conclusion of the Paris Pact. Th e renunciation of war as 
an instrument of nacional policy, Wolrd peace foundation pamphlets, 1929, pp. 223-417; 
SHOTWELL, J.T., Le Pacte de París, Librairie de París, 1930, 266 pp.
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se había buscado complementar el régimen jurídico de los artículos 10-16. La 
Asamblea de la Sociedad de Naciones había aprobado el 2 de octubre de 1924 
un protocolo para el arreglo pacífi co de las controversias internacionales, que de-
clinó aceptar UK. 

Poco después Alemania por el Tratado de Locarno establecía una mutua 
garantía con Bélgica, Francia, Reino Unido e Italia por la que la zona des-
militarizada del Rin era «garantizada» y se comprometían los Estados a no 
agredirse, excepto en ejercicio del derecho de legítima defensa o de acuerdo 
con la organización ginebrina. El 6 de abril de 1927, en el décimo aniversario 
de la entrada de Estados Unidos en la guerra, A. Briand, Ministro francés de 
Asuntos Exteriores, indicó a la prensa que «Francia está preparada para suscri-
bir públicamente con Estados Unidos cualquier acuerdo tendente a poner fuera 
de la ley a la guerra. La renuncia a la guerra como instrumento de la política 
nacional (...)». EEUU lo apoyó pero pidió la multilateralización. Este avance 
no impidió la Segunda Guerra Mundial, ni la guerra civil española, la invasión 
de Manchuria o de Etiopía, a pesar del avance que supuso. Para Briand supuso 
una «fecha nueva en la historia de la humanidad», si bien no impidió la debacle 
de la Segunda Guerra Mundial

También se hicieron avances en los años veinte al iniciarse la idea de una 
Declaración universal de derechos humanos. La primera fue la Declaración de 
los derechos del niño, de 1924, adoptada por la IV Asamblea de la Sociedad de 
Naciones.91 A pesar del título no se reconoce derechos a los niños sino que se 
establecen deberes a la Humanidad, a los hombres y mujeres de todas las na-
ciones —indica— para que procedan a su desarrollo en condiciones normales, 
den alimento al «niño hambriento», atención al «niño enfermo», ayuda al «niño 
defi ciente», educación al «niño desadaptado», ayuda al «niño abandonado» etc. 

La primera declaración con vocación integral de reunir en un documen-
to único derechos humanos fue la declaración de derechos internacionales del 
hombre92 que aprobó el Instituto de Derecho Internacional el 12 de diciembre 
de 1929, en la sesión de Nueva York, por 25 votos a 1 y 11 abstenciones. Ya se 
había metido en el orden del día del IDI en 1921, a propuesta de Mandelstam, 
que fue nombrado relator, e hizo dos proyectos, uno sobre derechos humanos y 
otro sobre derechos de las minorías. El proyecto de derechos humanos se exa-

91 Vid. TRINIDAD NUÑEZ, P., El niño en el Derecho internacional de los derechos 
humanos, Cáceres, Uex, 2002, pp. 59 ss.
92 MANDELSTAM, A., Les droits internationaux de l´homme, París, Les éditions inter-
nacionales, 1931, p. 121.
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minó en las reuniones de París y Estocolmo, en 1928. En el preámbulo se indi-
ca que la «conciencia jurídica del mundo civilizado exige el reconocimiento al 
individuo de derechos que se sustraen a cualquier afrenta por parte del Estado». 
Se reconocía el derecho a la vida, a la libertad, a la propiedad, sin distinción de 
nacionalidad, de sexo, raza, lengua o religión (artículo 1), al libre ejercicio de 
la fe, religión, creencias (artículo 2), no discriminación por sexo, raza, religión, 
nacionalidad (artículo 4), igualdad efectiva y no solo nominal (artículo 5) etc.

La ausencia de una Declaración llevó a la doctrina a intentar realizar sesudas 
construcciones sobre los derechos humanos. Así, A. de Lapradelle93 fundamen-
taba en su curso la existencia de un derecho humano al comercio internacional 
que se fundamentaba desde el derecho de libre circulación vitoriano hasta otras 
otras en torno a la consideración del mar como res unius, nullius y communis.

93 LAPRADELLE, A. de, «Les droits de l´homme et de l´État au commerce», Les princi-
pes généraux du Droit International, 23 de abril de 1929 (lección 17), Centre Européen de 
la dotation Carnegie, 1930, pp. 25 ss.


